
1----

BOE núm. 9. Suplemento Jueves iD enero 1991 49

608

la siguiente

Sala Primera. Sentencia 205/1990, de J3 de diciembre.
Recurso de amparo 1939/1988. GnlpO Pariamentario
d'onvergencia i Uni6» contra Acuerdos de la .\tesa del
Sl'flado en los que se resuel~'e no admitir a trámite la
moción preselltada sobre el uso dé las lenguas oficiales
espmjolas en las actil'idades parlamentarias de la -Cámara.
Vulneración del art. 23.2 C.E.: Potestades de cahficaciól1 J'
admisión de las Alesas de las Cámaras.

La Sala Primera del Tribunal Cosntitucional. compuesta por don
Francisco Tomas y Valiente. Presidente, don Fernando GarciaMMon y
González-Regueral, don Carlos de la Vega Benayas, don Jesüs Leguina
Villa. don Luis López Guerra y don Vicente Gimeno Sendra, Magistra­
dos. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

SENTENCIA

En, el recuf.so de amparo núm. ]939/1988, promovido por don
Joaqum Ferrer 1 Roca, Senador y Portavoz del Grupo Parlamentario del
Se1.1ado «Convergencia i Unió», representado por el Procurador de los
Tnbunales don Román Velasco Femández, contra los Acuerdos de la
Mesa del Senado, de 10 de octubre y 15 de noviembre de 1988 en los
que se resuelve, respectivamente; no admitir a trámite la inoción
presentada por dicho Grupo Parlamentario sobre uso de las lenguas
oficiales en España en las actividades parlamentarias de la Cámara v
desestimar la solicitud de reconsideración del acuerdo adoptado. Hañ
sido partes el Ministerio Fiscal y el Letrado de las Cortes Generales y
Magistrado Ponente don Luis López Guerra, quien expresa el parecer de
la Sala.

1. Antecedentes

1.' Por escrito presentad'o en este Tribunal el 30 de noviembre de
1988, don Román Velasco Femández. Procurador de los Tribunales y, de
don Joaquín Ferrer i Roca, Senador y Portavoz del Grupo Parlamenta­
rio «Convergencia y Unió», interpone 'recurso de amparo contra los
Acuerdos de la Mesa del Senado, de ,J O de octubre y 15 de noviembre ,
de 1988, en los que se resuelve, respectivamente, no admitir a trámite
una moción presentada por dicho Grupo Parlamentario sobre' el uso de
las lenguas oficiales en España en las actividades parlamentarias de la
Cámara y desestimar la solicitud de reconsideración del acuerdo
adoptado. .

2. Los hechos de los que trae origen la presente demanda de
amparo son, ensí~tesis, los siguientes:

a) ~I Ponavoz del Grupo Parlamentario demandante de amparo
presento ante la Mesa del Senado una moción relativa al uso de las
lenguas .oficiales de España en las actividades de la Cámara, solicitando
q~e se. ,1Ocluyera en el orden de! día del Pleno del Senado y, tras su
dlscuslÜn se adoptara por el mismo. El texto de esta moción era el
siguiente:

<(}. En todas las .actividades parlamentarias de la
Cámara, los Senadores y los Grupos Parlamentarios en que
se integran, podrán usar indistintamente, cualesquiera de las
lenguas ofiCiales en España, de acuerdo con lo Que dispone
el art. 3 de la Constitución \! los Estatutos de Autonomía de
las Comunidades Autónomas. -'

2. '!'or la Mesa de la Cámara se adoptarán las medidas
necesanas para la aplicación progresiva del presente
AcuerdQ.»

La Mesa del Senado, en Acuerdo de fecha 18 de octubre de 1988
acordó. por mayoría de sus miembros, no admitir a trámite la moció~
presentada de acuerdo con las siguientes consideraciones. A juicio de la
Mesa, el cast~llano e~ la unica lengua oficial en todo el territorio del
Estado «por Imperativo del art. 3.1 de la Constitución» y siendo el
Senado un órgano constitucional del Estado sólo el castellano puede ser
usado en él como lengua oficial; asimismo, del examen conjunto del
apart~d~ 2. 0 del citado art. 3 y de los diversos preceptos concordantes
de dlstmtos Estatutos de Autonomía se desprende que no puede
extenderse más allá de los respectivos ámbitos territoriales de las
C0'!1unidades Autónomas el uso. oficial de sus .lenguas; por último, se
decla, que de aprobarse la mOCión se producIría una teforma de la
Con~titución, en su arto 3, sin sujetase al procedimiento de revisión
constitucional previsto en los arts. 166 y 168 de la Norma suprema y
a lo establecido en los arts. 152. 153,·174 Y 196 del Reglamento del
Senado.

b) Frente,al Acuerdo precitado y,ai amparo de lo previsto en el
art: 36.2 d~1 Reglamento del Senado, el Portavoz del Grupo Parlamen­
lana menCionado presentó una solicitud de reconsideración y de no
a<;loptarse. por unanimidad la ratificación del mismo, que se apÍicase lo
dispuesto en el arto 174 d) del Reglamento de la Cámara en· relación con
el precitado art. 36.2. referido·a la deliberación dej, asunto por el Pleno.

La Mesa del Senado. en Acuerdo de fecha 15 de noviembre de ! 988 Y
adoptado por unanimidad de sus miembros; dispuso desestimar la
solicitud, «por los mismos fundamentos en que se basó la resolución
iniciaD>.

3. El Grupo Parlamentairo solicitante de amparo estima que los
Acuerdos parlamentarios impugnados han producido una lesión de
varios derechos fundamentales, de acuerdo con los razonamientos que
a continuación se relalan.

Se inicia la demandi:l con unas consideraciones previas sobre la
posición institucional de la Mesa del Senado y sobre el alcance de sus
funciones de calificación ex art. 36.1 e) del Reglamento del Senado.
Señ~la el recurrente Que la Mesa es un «órgano rector» de la Cámara,
segun el ano 35.1, Y no posee carácter representativo. como, en cambio
sucede con ~1. PreSidente y !a Junta de Portavoces, ni puede, por tanto;
adoptar decl~lOnes que revlsta~ ~na n,aturaleza política: en puridad, se
trata de un SImple órgano admInistratIvo de la Cámara y es a la luz de
esta naturaleza jurídica como debe interpretarse su función de califica·
cjón dE' los escritos y documE'ntos de índol~ parlamentaria. Así, en el
CItado art. 36, SC? hac~ .una lista .delas.JuncíonE's dela Mesa entre las que
resalta la de cahficaclon, recogida en el ,apartado 1, letra e). No existe
entre nosotros una verdadera teoría que precise el alcance de esta
función de calificación al contrario de 10 que ocurre en el ambito
procesal o ~n el registral, sin que sea posible trasladar al ámbito
parl~m~~tano estas ot~s concepciones. dada la especificidad de la
InstttuclOn parlamentana. Esto sentado, debe, no obstante admitirse
que la función calificadora de la Mesa no posee un carácter discrecional
SInO reglado como se desprende del propio art. 36.] c) donde se somete
la; potestad calificadora al Reglamento (<<con arreglo al Reglamento» se
dIce), así como de la propia lógica inherente a la configuración de un
Q~n~ de administración de la· Cámara. Por otro lado. las facultades
atl}b~l~as a la. Mesa :deben de ser interpretadas confonne a los
pnnclpl\ls que ngen el sJstema parlameritario, afirmación de indudable
relev~nc~~ cuando se .trata de decidir sobre la admisibilidad y la
tramIlaClOJ.1 de los escntos y documentos parlamentarios. partiendo de
esta~ premlsast debe con~lulrse, de un lado, que la Mesa no es una mera
ofic~na de regIstro «o Simple buzón» donde se recogen y distribuyen
esclJ-~os y, de otro, tampoco es. un órgano que pueda asumir decisiones
pol}t~cas, pues su potestad calificadora posee un alcance estrictamente
jundlco y reglado; c:on todo ello quiere decirse. que la Mesa puede
rec~azar algunos eSCJ'!tos por su «i~cotrecció.njurídica formal» (v. gr. un
escnto de presentacIón de una lDterpelaClón que deba ser conside­
rado como una pregunta), pero «sin pronunciarse sobre el fondo de los
mismos». puesto que ésto equivaldría a una usurpación de funciones del
órgano legalmente competente, en este caso, el Pleno del Senado- a la
par, que arrogarse UD juicio de constitucionalidad que corresPonde
~I~r al Tribunal Constitucional. En suma, la Mesa no puede, en el
ejercicIo de su función calificadora, realizar juicios de constitucionalidad
o de oportunidad política que corresponde al Pleno y al obrar de este
modo, ha incurrido en un injustificable exceso, Que' redunda en .una
vulneración de derechos fundamentales.

. En efecto. el Grupo Parlamentario «Convergencia i Unió» presentó
una.moción de las prev~sta~ en el art. 174 del Reglamento del Senado
de-st_m~da ~ la 8l!toorgaDlzaclón de la Cá~ara. La Mesa pudo inadmitirla
a. tramite SI .h~blera constatado la ausenCJa de los requisitos reglamenta­
namente eXIgibles, pero no, como hizo. entrando a analizar el fondo del
asun~o y rechazándola con discutibles consideraciones de oportunidad
polítlca, pues ésto es algo que incumbía al Pleno. Así la Mesa funda su
decisión en la supuesta inconstituiconalidad de la m~ión, posición que
no ~~ede ser aceptada según las col;1sideraciones siguientes: Lo que la
moclon pretende es acentuar el caracter del Senado como Cámara de
re~resentación tenitoriaJ, carácter que el arto 69.1 de la Constitución le
atnbuye aU~9ue luego ~o ,se desarrolle, y, en segundo lugar, el respeto
y la protecclon de las dlStlOtaS lenguas de España que la Constitución
recon.oee.en el arto 3 Y en su preámbulo; no hay, pues, una «refonna
constitucIOnal larvada» en ambas finalidades que la moción trata de
impulsar; y ésto se confirma si se pone en relación· con la normativa
dictada sobre el uso de las distintas lenguas en las Corporaciones Locales
(Real Decreto 111111979) y, sobre todo,. con el art. 231 \le la Ley
Orga?lca del Poder Ju;dlclal, donde-se penmte el uso de la lengua oficial
propia de la ComuDldad Autónoma en las actuaciones judiciales si
!1inguna .de las partes se opusiera por desconocer esa lengua y alegara su
IndefenSión, pues en ambas regulacione se estima conveniente el uso de
las lenguas propias de las Comunidades Autónomas. sin perjuicio de que
la c~stellana continúe siendo la lengua oficial del Estado; además, la
moción se refiere a un órgano Que representa a las Comunidades
Autónomas y en el que éstas se integran cual es el Senado mientras la
l:ey Orgánica mencionada .resulta~tinentea Juece§ y Tribu~ales Que son
organos del ~stado en sentIdo estncto; por otro lado, la expresión Estado
es a!1fibológtca y en s~ aceptación amplia engloba a las Comunidades
Autonomas; y. por últImo. la moción no pretende sustituir al castellano
como ,Ien$~a o~cial del Estado, tal y como proclama el arto 3.1 de la
ConstttuclOn, S100 mucho más modestamente introducir un «uso
parlamentario de coexistencia de varias lenguas» cOmo corre'monde a
un~ Cámara de, representación territorial; no hay, pues, reforma consti­
tucIOnal alguna; y los precedentes existentes en la realidad aVil;"" ~~..-
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tes~. puesto que :nadie se ha «escandalizado,. cuando en la sede de
algunos.órganos constitucionales 'ondean banderas autonómicas junto a
la española, o cuan.do se emplean lenguas extranjeras en el ParJamento
por representantes de Otros países Den las reuniones interparlamentarias
con otros"' Estados.

Nos hallamos. en suma, prosigue la demanda, -ante una cuestión de
oponunidad política y no de carácter legal o constitucional, y es el Pleno
el que tiene que pronunciarse sobre esta cuestión y no la Mesa•. bajo el
pretexto de Que se trata de un intento de reforma constitucional.

Esto sen.tado, se- alcanza la misma conclusión si se examinan
criticamente los argumentos utilizados' por la Mesa. En r.rimer lugar,
nadie ha puesto en tela de juicio la oficialidad del eastel ano ni se ha
pretendido tan siquiera, la cooficialidad de otras lenguas sino que.
tinicamente, se ha defendido. la posibiliQad del uso del resto dé las
lensuas españolas; oficialidad de una'len¡ua y uso parlamentario de la
misma son regímenes que no puede'n $er confundidos. Y. si el criterio de
la territorialidad es válido ,para determinar la oficialidad no lo es'para

. regular su uso, pues esto último es algo que corresponde a las faeultades
de autoorganización de la Cámara;" y, así, a título ejemplificativo, la
televisión acostumbra a acompañar una traducciónescrlta a las voces no
castellanas, aunque podría no haberlo hecho. En ~UDdO lul81', ya se ha
visto como no se intenta refonna constitucional na. Finalmente, la
Mesa ha 'confundido «lo que es una cuestión de ina misibilidad y 10 que
es una cuestión de desestimación», relativa al fondo del asunto, y que
sólo puede ser decidida por.el Pleno por carecer la Mesa de competencia
para ello; en consecuencia. la Mesa estaba obli¡ada a dar trámite a la
moción, elevándola al Pleno, para que luego éste se pronunciara sobre

. su estimación o desestimación, y no es en modo B:18uno lícito vedar al
Pleno el conocimiento del, asunto, .pues, si esta facultad se aceptara,
«quedaría en manos de la Mesa resolver negativamente cualquier
moción sin otro arbitrio que et afirmar gratuitamente que es inadmisi­
ble», y para evitar este 4<8buso» están los Tribunales dado que «con eJ
cierre del trámite se ha violado un derecho fundamental».

Partiendo de esta argumentación J?rincipal, se hace evidente que. los
Acuerdos impugnados vulneran' los slJuientes derechos fundamentales:

A) El derecho a la tutelajudiciil efectiva (art. 24.1 de la Constitu­
ción), porque se produce una situación de indefensión al privarse !:JI
Grupo Parlamentario recurrente del acceso al·Pleno y, en consecuencia,
del derecho a la defensa de Jas propias tesis. Es cieno que podría
argurnentarse para rechazar esta. invocación que no q,psencontramos
ante una decisión de un' órgano parlamentano., .. pero tal posición, no
puede ser admitida, puesto que, aunque 10 habitual sea el ejercicio del
derecho fundamental comprendido en el art. 24.1 de la Constitución en
el ám~ito de los '~rganos J~risdicci,?nales,posee ~ustaDtividad ~ia y
tranSCiende de dicho 'ámblto, pudIendo ser aplicado a las rellClones
parlamentarias entre mayoría y minoría evitando situaciones de iode­
fensión;yasí el arto 42 de la LOTe acentúa la proteex:ión jurisdiccional
en el ámbito parlamentario ante, el Tribunal Constitucional y sin
necesidad de acudir previamente a los Tribunales' ordiIJ:Brios.

B) ·Elderecho fundamental a la participación política consagrado
en el art..23 de la.Constitución, porque con tales acuerdos se ,impide a
los ciudad,anos participar en Jos asuntos públicos directamente o a través
de sus representantes. ' .

C) .El principio de igualdad del an.14 de la Constitución.es verdad
que la Constitución' no reconoce expresamente el dereCho a usar las
distintas lenguas españolas de forma igua~ pero resulta claro que ha sido
acogido bajo la figura del derech<rdebei consagrado en los distintos
Est4tutos de Autonomia. Sin olvidar que tal derecho aparece recogido en
el ano 27 del Pacto de Derechos Civiles y Politicos de 1966, que lo
configura como el de las ~~norías a usar su propio 'i~i~ma. No "hay duda,
por lo demás, de que elldlOma'e5 una de las condiCiones o Clrcunstan­

. das personales a que se refiere el an. 14. _
En vinud de las razones anteriores. termina la demanda solicitando

que se otorgue el amparo, se declare la nulidad de los Acuerdos
impugnados y que, para restablecer al" recurrente en los derech,os
fundamentalesvu~nerados, se" ordene a la Mesa·del ~na4o "que tramrte
la mocióÍ} presentada, con objeto de que eJ Pleno de la Cámara pueda
pronunciárse sobre ella:. ' .'

4. Por providencia de 23 de ,febrero 'de 19891 .1& sección Cuarta
(Sala Se$unda) de este Tribunal acordó: admitir a trámite la demanda
y requenr atentamente a la Presidencia del Senado para que remitiese
testimonio del Acuerdo de la Mesa de 10 de octubre de 1988 y del
expediente que dio lusar al mismo; e interesar de la citada Presidencia
que pusiera en conOCImiento de quienes fueron partes afectadas por
dicho acuerdo la existencia de' este' proceso constitucional, por si
deseaban comparecer y personarse en ,el mismo en el plazo de diez días.

S. Mediante providencia de 16 de abril de 1989, li Sección
precitada acordó: tener por recibidas las actuaciones requeridas y por
personado '1. parte' al Letrado de Jas Cones Generales en nombre y
representación del Senado; y dar vista ,de las, aet~ciones al Ministerio
Fiscal, al' Letrado de las Cortes ·Generales ~ al recurrente, para que
formularan l3~ alegaciones que estimasen PertmenteS en el plazo comün
..:'- ~. . • ,.1:"'" ",

, 6: La parte demandante de·amparo, en escrito presentado el 27 'de
abril de 1989; solicita de este Tribunal que otorgue el.amparo interesado
y, con carácter original" en este proceso, se pone' de manifiesto que,
también ~n septiembre de J988, el Grupo Parlamentario Vasco presentó
ante el Con¡reso de los DiptJ~dos una proposición de Ley de panicipa­
ción ·~·Ia Admiliistración del Estado en Ja normalización de las lenguas
d.e las nacionalidades y regiones, que comprendía un artículo correlativo
a .la moción de referencia. Y, sin embargo, la Cámara le dio un
tratamiento completamente distinto, pues 'fue primero admitida a
trámite por la Mesa del Congreso,y lue~o someti~ a discusj~n:y debate
parlamentano de -toma de conSIderaCión en seSJón plenana.· aunque
tampoco fuera adopada por razones de oportunidad política y no de
constitucionalidad que nI siquiera fueron esgrimidas; se decía en el ­
arto 8 de esta proposición de Ley que en las Cortes Generales se
establecerán servicios permanentes de traducción que atiendan a los
trabajos y actividades parlamentarias.·· Estima la parte recurrente: que
este precedente parlamentario debe ser tenido en cuenta especialmente
a la hora de enjuiciar' la denunciada violación de la igualdad ex arto '14
de' la Constitución por la Mesa del Senado;, >

. 7. El Lttrado de Ia~ Cortes Generales, en 1a· ...presentaci6n que
ostenta'del Senado rpor ..mto presentado el 3 de mayo de 1988, PIde
que 'Se deniegue e amparo solicitado oon arreaIo a los sisuientes
razonamientos, -referidos a tres bloques-de cuestiones: A) el alcante de
la funci6n cálificadora de la Mesa del Senado; B) el contenido de la
móción de referencia, y C) la existencia o no de derechos fundamentaJes
lesionados.

A) Por lo que il ilcanee de la funci6n calificadora de la Mesa atañe,
se resalta que se trata de un auténtico órp:no de lObierno y de dirección
de la Cámara y. no de. un mero órgano administrativo como se deriva
del carácter representativo que ostenta, según el ano 72.2 de Ja
Constitución. Por eJlo, no se puede deducir delart. 35.1 del Reglamento
del Senado, como se· hace en la ,demanda, lo que no dice: que estamos
en presencia-·de un órgano administrativo, pues esto, además, se
contradice con las importantes fundones que el 3rt. 36 le asigna, y, en
concreto, con la facultad de decidir sobre la admisibilidad y tramitación,
de los escritos.Y ,documentos parlamentarios. y no puede admitirse la
configuración de esa función calificadora' que en la demanda se hace ..
,como una pote.stad formal, afirmación que no posee soport'e, alguno; por
e1contrano, doctrinalmente se· ha sostenido .que. dicha función se
aproxima a la función calificadora en Dtrtcho registral, perill.itiendo­
una compa.raciói:l y contraste entre el escrito presentado f las disposicio­
nesjuridicas que le son aplicables, para evitar la existenCIa de colisiones;
por consifUiente, la Mesa del Senado debe velar, en trám.¡te del art. 36.1
e) del reglamento, porque .los documentos e iniciativas parlan;¡eDtari~
que se le presentan sujeten su contenido al·ordenconstitucionliJ. a J~ par
que reünan los requiSItos- fonnales'''Cxigibles; y es, por tanto, posibJe que
se ióadmita la moción si ,encubre una refonna constitucional sin seguir
el procedimiento de revisión. Esta función calificadora se-caracteriza por
las siguientes notas: es una función jurídica, independiente de considera·
ciones.de o~rtunidad politica, y'ncasaria o imprescindible; y es más
imprescindIble,. si cabe, en el Senado, puesto.que al no existir en él el
instituto de las proposiciones de Ley, el ténnino moción tiende a
generalizan<: y a haoene inconcreto.(véa$e elart. 174 del Reglamento del
senado). Para apoyar esta tesis. resulta de interés. el estudio del Derecho
comparado.:donde el examen de previa admisibilidad se ha convertido
en el trámite'procesal aecisivo para las proposiciones parlamentarias.
Así, en el Derecho parlamentario ~césel examen previo efectuado por
la Mesa se· ,extiende ala adecuación ó' no de la proposición a la
Constituci6n. ,Una radotlalización de las tareas parlamentarias hace
también que esta necesaria intervención de la Mesa consista en lÍD
trámite de admisibilidad o examen preliminar de la cuestión; y es una
garantía para Jos Senadores o Grupos ParlamentariOs disconformes con
la calificación.hecha, lop...v.enidn en el arto 36.2 del ReoIame'lto del
Senado: La·conclusión de cuan,o se ha expuesto es que la Mesa no está
obligada a dar trlimite a una moción sin ~ronuncianepreviamente sobre
sus elementos:~Ies o de ,JegitimacI~fanuales. y materiales o de
CQ'ntebido'eiltreJosq.uese.eJ1cuentrala observancia de las reservas. Y
todO ello 110 'os sino 18 aplicación ala M....~I Senado de la sujeción .
a Ja Constitución y al resto del ordenamiento jurídico que le impone eL
·art. '9.1 de la Norma su¡>rerlUl.

A cuanto antecede tampooo-puede'set extraña la jurisprUdencia
cOnstitucional en tomo a la fiscahzación de Jos aetas de las Cámaras,
doctrina jurisprudencial de la que .interesa destacar a~ora 10' Que. a
continuación se relaciona: como regla general los actos Internos de las
Cámaras no son susceptibles de revisión en sede· constitucional ,salvo
cuando afecten a relaciones extemas del órgano y redunden en lesión de
underecho fundamental; y, en la STC 161/1988, el Tribunal Constitu­
cional 'Sostuvo que no era contrario a la finalidad del control ejercido por
la Mesa rechazar escritos en los que se plantearan cuestiones manifies1&­
mente ajenas a las atribuciones de las Cámaras. como con la m~ció!1 de
referencIa ocurre, slempre y cuando tal rechazo no fueraarbitrano o
inQlotivado.

B} En relación al contenido de la .moción controvertida,·· debe
recordarse. por un l:¡Qo, que transgrede los arts. 3. 14. 87: 166 y J68 de
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la Constitución y los arts. 152. 153. 174 Y 196 del Reglamento del
Senado )'. por otro. QlJe la decisión de inadmisión dietada por la Mesa
se e~"uen~ry¡, suficientemente motivada. pe este modo. la primera
considerarlon a hacer es Que los acuerdos Impugnados traen origen en
la Norma Interpretativa dictada por el Presidente del Senado el 29 de
julio 4e 1.986 en la que se resolvió que el juramento o promesa de la
ConstitucIón por los Senadores se hiciera en castellano: este procedi~
miento impedia la tramitación de.la moción controvertida en aplicación
de la doctrina de los actos propios. Sentada esta premIsa. la moción no
se corresponde con el arto 3 de la Constitución y con los correlativos
preceptos de los Estatutos de Autonomía. confonne a los cuales no
puede extenderse el uso de las lenguas autonómicas fuera de sus
respectivos territorios. pues la única lengua Que- puede ser usada oficial
en t'?<i0 el territorio ~el ,Estado es el castellano. y. a forriori, cuando de
un organo constItucIOnal como es el Senado se, trata, careciendo de
potes~ades esta_C~mara paryt oficializar una lengua. A la objeción
antenor debe anadlrse la denvada del empleo de lenguas autonómicas
que no son de «~ecesario conocimiento» por los Senadores provenientes
.de otras ComUnidades Autónomas. lo Que puede dificultar el ejercicio de
las funciones parlamentarias. interés que la Mesa debe preservar en
cuanto contenido del arto 14 de la Constitución. Y ya se ha visto que la
moción dicutida entraña una refonna constitucional encubierta sin
sujeción al procedimiento previsto. En otro orden de consideraciones, la
moción de referencia no respeta las finalidades ·que el art. 174 del
ReJl~mento del Sen~do obliga 3. poseer a las .mociones y, además, la
practica parlamentana ha consolidado la doctnna de que las mociones­
tienen ~omo destinatario alguien ajeno a la propia Cámara, en particular
el 'Gobierno. de ahí que (<surja la duda» sobre la posibilidad de una
moción referida a la autoorganización de la Cámara. '

C) Sostiene el recurrente que los acuerdos de la Mesa recurridos
violan diversos derechos' fundamentales, pero esta tesis debe ser
rechazada de acuerdo con las argumentaciones siguientes. Carece de
sentido la invocación del arto 24.1 de la Constitución, porque dicho
precepto se encuentra referido únicamente a Jueces y Magistrados
(SSTC 22/1982 y 26/1983); ciertamente, en la STC 90/1985, se admitió
que los órganos parlamentarios podían lesionar la tutela judicial, pero
sólo en la medida en que el contenido de sus resoluciones condicione el
inicio de un procedimiento· jurisdiccional. como ocurre cuando la
disponibilidad del proceso penal depende de una actuación parlamenta­
ria. Tampoco ha Sido infringido el arto 23 de la Constitución, primera·
mente porque esa supuesta infracción no va acompañada en la demanda
de ningún ar$umento, lo que impide su enjuiciamiento, se$ún reiterada
doctrina junsprudencial en la Que el Tribunal Constitucional ha
mantenidoque es una carga procesal de los recurrentes proporcionar la
fundamentación que razonablemente es de esperar (STC 45/1984); no
obstante, para el.caso de que se entrara a revisar esta pretendida lesión
constitucional, no existe infracción alguna en virtud de dos motivos: .{a
Mesa puede negar la admisión a trámite de una moción por razones
distintas de las puramente procedimentales, con fundamento en el
mandato del arto 9.1 de la Constitución: y el derecho al acceso a los
cargos públicos no es un derecho ilimitado sino sometido a limitaciones
entre las que se encuentra el deber de los poderes públicos de realizar sus
funciones de acuerdo con la Constitución. Por último, los acuerdos de
la Mesa no suponen una infracción del arto 14 de la Constitución, pues
se trata de una alegación carente de toda fundamentación en la
demanda, ya que la decisión de la Mesa no se basa en alguna de las
circunstancias prohibidas en el art. 14 de la Constitución ni se aparta de
sus precedentes.

8. El Ministerio Fiscal, por su parte, en escrito registrado en este
Tribunal ellO de mayo de 1989, interesa (con las matizaciones que luego
se harán) que se otorgue el amparo por resultar lesionado el derecho al
ejercicio de un cargo público, reconocido en el arto 23.2 de la Constitu­
Ción, como consecuencia de la inadmisión a trámite de la moción
controvertida por la Mesa del Senado.

Tras efectuar unas consideraciones generales y reseñar los anteceden­
tes del caso, señala el Ministerio Público. que es una argumentación
msostenible la efectuada en la demanda sobre la existencia de una
inconstitucional indefensión I'Tohibida por el a11. 24.1; ya que ,la 'tutela
judicial en cuanto derecho de prestación sólo 'pueti.e dispensarse' o
dejarse de prestar por Jueces ~ Tribunales; sin que tal afirmación :-que
conoce de matizaciones en materia de obstáculos al acceso a la justicla­
pueda ser sometida a excepciones, trasladando esa tutela judicial a otros
poderes públicos; y no fue otra la solución. seguida en la STC 90/1985,
cuando se enjuició la institución del suplicatorio y la posibilidad de su
denegación por las Cámaras.

La segunda vulneración alegada, la relativa al arto 23 de la Constitu·
ción, se expone en la demanda sólo en unas lineas y se limita a una mera
invocación del derecho a la participación política ex arto 23 de la
Constitución, «nada más se añade» y (<DO es este modo de presentar un
recurso de amparo», pues según reiterada doctrina constitucional
(AATC 84/1981 y 695jl986), no basta con la simple enumeración o
mención de los derechos fundamentales, sino que es menester razonar
en qué consiste la vulneración.. Ahora bien; de entenderse salvada esta
objeción por un favor aClionis, habria que decir que la queja debe ser
residenci.ada antes bien en el apartado 2.° de ese mismo art.23; este.

derecho al acceso y a la permanencia en los cargos públicos posee entre
sus contenidos el derecho de los parlamentarios a Que «sus solicitudes...
sean objeto de la tramitación reglamentariamente establecida»segÚD se
resolvió en la STC 161/1988 que-contenipla un caso muy simi~r.y hay
que recordar, de nuevo, Que el arto 23.2 de la Constitución cont~m~la un
derecho fundamental de configuración legal cuya regulación se encuen·
tra. en este caso, en el Reglamento del Senado; por tanto, si se concluye
a la vista del mismo (aunque sin efectuar un juicio de legalidad) que la
moción fue indebidamente inadmitida será inevitable reconocer la
presencia de una lesión ronstitucional; en este sentido, la Mesa posee la
función de incluir mociones en el orden del día, pero no tiene facultades
para rechazar su inclusión por razones materiales, salvo en el caso de
mociones idénticas ya votadas por el Senado en la misma legislatura
(art. 175.1); sin embargo, la Mesa anticipó un juicio sobre el contenido
de la moción que correspondía al Pleno y, en consecuencia, (<limitó a los
Senadores promoventes eri el ejércicio del cargo público que ostenta­
bam,; y ello obliga a Que el Tribunal Constitucional revise esa decisión
y otorgue el am{laro. " ' ._

La última Violación constitucional Que se expone, atinente a la
igualdad del arto 14 de la Constitución, carece de toda· consistencia, ya
que dicho precepto no exige 9.!le ,p\l:e.p~._u~rse por igual en·e,l Senado
las distintas lenguas español.lI$.:1 ['0_' Ld:> ,,_. 1 .

"~rl ..h:->rI[

,9. Por providencia de 10 de dioembre de 1990, se acordó' señalar
el día 13 siguiente, para deliberación y votación de la presente Sentencia.

n. Fundamentos_jurfdicos

l. Don Joaquín Ferrer i Roca, Senador y Portavoz del Grupo
Parlamentario del Senado «(Convergencia i Unió», interpone recurso de
amparo contra los Acuerdos de la Mesa de dicha Cámara, de fechas 10
de octubre y 15 de noviembre de 1988, en los que 'se resuelve,
respectivamente, inadmitir a' trámite una moció"n presentada por ese
Grupo sobre el uso de las diversas lenguas españolas en el Senado, y,
más tarde, desestimar la solicitud de reconsideración del acuerdo
adoptado. El fundamento de la decisión de la Mesa del Senado, según
expone en el primero de estos acuerdos, reside, sustancialmente" en ser
el contenido de 1<1 moción controvertida inconstitucional por transgredir
lo previsto ~obre las lenguas oficiales del Estado en el art'..· 3de la
COI)stitución y en los preceptos concordantes de los Estatutos de
Comunidades Autónomas con lenguas propias, de forma que se estima'
que la moción discutida intenta una reforma constitu9.0nal fraudulenta
o encubierta sin respetar lo previsto para el procedimiento de revisión
constitucional en el título X de la Norma suprema y,en el título V del
Reglamento del Senado. El recurrente considera que Jos Acuerdos
impugnados transgreden los derechos fundamentales comprendidos en
los arts. 14, 23 Y 24.1 de la Constitución, como· consecuencia de un
exceso de la Mesa en el ejercicio de sus facultades de calificación de los
escritos y documentos de índole parlamentaria y de decisión sobre su
admisión y tramitación, .que acaba por usurpar funciones propias del
Pleno a la hora de analizar cuestiones de estricta oportunidad política;
juicio que, en lo que atañe a la -:lesión del art. 23.2, comparte el
Ministerio Fiscal.

Por su parte, el Letradó de 1as Cortes Generales que ostenta la
representación del Senado insist~ en que la función calificadora de. la
Mesa no es una potestadJormal, como se configura en la demanda. sino
Que, de un lado. incumbe a este órgano de dirección de la Cámara la
racionalización de los trabajos parlamentarios y, de otro, le corresponde
velar porque los documentos e iniciativas que se presenten reúnan los
requisitos reglamentariamente exigibles y sujeten su contenido al orden
constitucional. -,' " •

2. Así expuesto el ob¡·eto· del presente recurso de amparo y
reseñadas las posiciones de as partes en esta controversia constitucio­
nal, resulta indudable, en primer lugar,·que la pretensión de aplicar a los
hechos el derecho fundamental a la tutela judicial efectiva y la cláusula
proscriptoria de indefensión (art. 24..1 de la Constitución) carece de toda
consistencia lógica, puesto que la tutela judicial es und~rechode
prestación. que sóJo puede seT reclamado de Jueces ~y 1;'nbunales
ordinarios integrantes del Poder Judicial (art. 117, apartado :.l.O, de la
Constitución) y, paralelamente, dispensado en el ejercicio de la.'po"testad
jurisdiccional en todo tipo de}?,rocesos, juzgando y haciendo ejecutar lo
Juzgado (art. 117, apartado 3. ). Es éste )' no otro el criterio reiterada­
mente sustentado por el Tribunal ConstItucional en una pluralidad de
resoluciones (SSTC, 22/1982, fundamento juridico LO; y 26/1983,
fundamentojuridico 2.°, entre otras); y cuando, exce~ionalmente, se ha
puesto en conexión el derecho a la tutela judiCial efectiva con la
actuación de los órganos parlamentarios, ello se ha hecho tan sólo en la
medida en Que determinadas· actuaciones de las Cámaras pudieran
incidir en las exigencias que se derivan del mandato del citado arto 24.1
o configurar un obstáculo al ejercicio de la acción o al acce~o al proceso,
como manifiestamente. ocurre con el instituto líel suplicatorio o autori·
zación para procesar, derivado de la inviolabilidad e inmunidad
parlamentarias y previsto en el art~ 71,2 de la Constitución (STC
90/1985. fundamento jurídico' 4.°)._ En'"definitiva, la pretensión de
aplicar la tutela judicial.efectiv~,a los 'hechos resulta inadml~ible por
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razón de los sujetos frente a quienes se reclama esa tutela, dado que no
.son órganos que posean naturaleza jurisdiccional.

3. Tampoco puede penSarse en u~a transgresión del principio de
1sualdad-del arto 14 de la Constitución, en fase de aplicación de la Ley
Y. en e~e' supuesto, del. Reglamento del Senado, por la Mesa de fa
Cámara,"Porque. entre otras razones, el término de comparación Que se
ofrece en trámite de alegaciones para 'enjuiciar la tacha de discrimina·
ción que se denuncia, la admisión a trámite en el Congreso de los
Diputados en septiembre de 1988. de una proposición de Ley del Grupo
Parlamentario Vasco sobre normalización lingüística que contenía un
artículo correlativo al de Ja moción controvenida y su posterior
sometimiento al trámite de toma -en consideración, procede de una
Cámara distinta y al igual que ocurre con el Senado dotada de
autonomía parlamentaria; y, a mayor abundamiento, porque la decisión
fue adoptada en un procedimiento también distinto por su carácter
legislativo. _

t:n suma. no puede considerarse 'acreditado, como acertadamente
esgrime el representante del Senado, que la Mesa se apartara de sus
propios precedentes y, además, que este cambio se debiera a alguna de
las circunstancias prohibidas eQ lti:aJt..14 de la Constitución, como exige
la jurisprudencia de est~ Tribanai lJBr.I1q.ue la invocación del arto 14, en
materia de acceso a las funcionesycargos públicos, posea una naturaleza
autónoma e independiente a la hora de su revisión respecto de lo
dispuesto en el arto 23.2 de la Constitución, precepto que en dicha
materia normalmente engloba y especifica las genéricas -exigencias del
principio de igualdad ex art. 14 (SSTC 75/1983, fundamento jurí·
dice 3.°; 50/1986, fundamento jurídico ~.o, ete.).

4. La tercera de las supuestas le~¡ones constitucionales que en la
demanda se aducen hace referencia al «derecho fundamental a la
participación política, consagrado' en el art. 23 de la Constitución.
Porque es el caso que con tales acuerdos se ha producido la violación
de este derecho de los ciudadanos a participar en los asuntos públi~os
directamente, o a través 'de sus representantes». Ante esta . relat1Va
imprecisión al señalar el precepto vulnerado, no es ocioso recordar que
este Tribunal ha interpretado en distintas ocasiones que la nonna
contenida en el arto 23.1 de la Constitución, relativa al derecho a
partkip,ar en los' asuntos públicosd resulta indisolublemente
unida de" la prevenida en el apartado 2. del mismo precepto, derechc:>
a acceder en condiciones de igualdad _a las funciones y cargos públicos.
con los requisitos que señalan las leyes, cuando se trata de ~na
pretensión deducida por cargos públicos o representantes parlamenta­
~os )' en el ejercicio de sus fun~i0!1~ (SSTC ;10119~3•. fundamento
JurídiCO 2.°; 3261985 fundamento Jundlco 3.°); 510 peJ)UCIO de que sea
el apanado 2. aquel que, se encuentra más directamente afectado
cuando de preservar los derechos d~ los representantes en el ejercicio de
sus funciones se trata.

Una vez singularizado -COrTectamente el precepto constitucional
invocado, surge una objeción previa de e3nict.er formal que tanto la
Administración parlamentaria demandada como el Ministerio Fiscal,
con distintos matices, ponen de manifiesto; así se denuncia por ambos
que la supuesta infracción del art. 23 de la. Constituci~n J.lo va
acompañada en la demanda de una argumentación, lo que Impide .su
enjuiciamiento, pues es una carga procesal de todo recurrente proporcIo­
nar una fundamentación o razonamieato que conduzca a,explicar en qué
consiste la vulneración que se denuncia.
. Esta excepción, sin embargo, no puede ser acogida. Es cierto 'que,en

la demanda no se argumenta, de una manera, que quepa entender ce.mo
suficiente la lesión del art. 23 de laConstitUClón en el mismo epígrafe
en que este articulo se invoca. Pero una consideración de la demanda
en su conjunto' lleva a estimar que sí existe en la demanda argumenta­
ción suficiente al respecto. En efecto, los tres derechos fundamentales
invocados se aducen sólo despúes de unas amplias «consideraciones
previas» comunes a todos ellos, y relativas a la potestad de calificación
de la Mesa, así como a una usurpación por ésta de funciones propias del
Pleno del Senado. Y es innegable la conexión lógica entre esta
argumentación principal y los derechos luego invocados, puesto que esa
invocación ha de ponerse en relación necesariamente con esas «conside­
raciones previas». Ello se ve corroborado por' eJ propio escrito áe
alegaciones del Ministerio Fiscal, quien, aun cuando manifieste también
la escasa entidad de .Ias alegaciones dedicadas específicamente a la
vulneración del derecho reconocido en el arto 23 C.E., admite la
posibilidad de pronunciarse, no obstante, al respecto, en virtud del
principio de favor actionis, y acaba por concluir solicitando que se
otorgue el amparo precisamente por la lesión de este precepto y con un
razonamiento similar al expuesto en dichas consideraciones previas por
el Grupo Parlamentario recurrente,

5. Desechada esta objeción formal, procede reseñar de manera
sucinta la doctrina constitucional expuesta en tomo al art, 23.2 .de la
Constitución y de relevancia, para la solución del caso que ahora nos
ocupa. El derecho fundamental del arto 23.2 garantiza no sólo el acce~o
en condiciones de igualdad a los caJ10s públicos, sino también que los
que hayan ya accedido a los mismos se mantengan en eUos sin
perturbaciones ilegítimas y puedan desempeñarlos 4Cde conformidad con
Jo que la Ley disponga» (STC 32/1985), pues, de no ser así, la norma

constitucional quedaría privada ·de toda 'eficacia -y, ·por- otra :iMIrte,
.porque la defensa de este derecho' comporta la· garantía del derecho
mismo de los ciudadanos a participar a través de sus representantes en
los asuntos públicos, reconocido en el arto 23.1 (SSTC 10/1983 y
32/1985).

Por consiguiente, el derecho fundamental del arto 23.2 es un derecho
de configuración legal, como inequívocamente se dice en el texto de este
precepto, y esa configuración comprende 1~ Reglamentos parlamenta­
rios a los que compete regular y ordenar los derechos y atribuciones que
Jos parlamentarios ostentan; de tal suerte que una vez conferidos dichos
derechos por la ,norma reglamentaria pasan a formar parte del status
propio del cargo de parlamentario y sus. pretendidas transgresiones
pueden ser defendidas ante este Tribunal, al amparo del arto '23.2, y en
cuanto contenido del. ius in ofTicium que los recurrentes 'cOJ\sideran
ilegítimamente constreñido (SSTc 161/1988, fundamento jurídico 4.°;
181/1989, fundamento jUridlCO 4.°; 36/1990, fundamento Jurídico -2.°,
etcétera).

6. Pues bien, partiendo de cuanto antecede, es menester' subrayar
que no es el objeto de la pre~nte resolución delimitar en abstracto y con
carácter generale1 alcance sustantivo de la función calificadora,y de
admisión ,de 4PcumentP$, e .iniciativas que a la Mesa atribuye el
arto 36.1 e) del Reglamento del Senado, cuestión sobre la cual las ¡>artes
discuten ni, menos aún, dilucidar si la Mesa, «Órgano rector del Senado~
según el. artículo ·35.1 del ,Re&Iamento, es un órgano de administración
o de dirección política qeJa Cámara, extremos sobre los que también las
partes polemizan en este proceso. Todo. ello no se corresponde con la
naturaleza ciscunspita, al caso propia del proceso de amparo, en cuanto
instancia necesariamente reparadora de concretas lesiones de .derechos ,
fundamentales, ni resulta imprescindible en el supuesto que ahora nos
ocupa, para constatar. si ha resultado transgredido el arto .23.2 de la
Constitución;· Pu~ a los efectos del ~sente caso, debe· bastar con
comprobar si el uso'que hizo la MC$8 del Senado de Sl,Is potestades·J?8f8
la calificación y admisión, a 'trámite de documentos e iniciativas
parlamentarias, en sus Acuerdos de 10 de octubre y ts de noviembre de
1988, dictados en el trámite previsto en el art.· 175 del Reglamento del
Senado, infringe el. derecho fundamental ex arto 23.2 de Jos Senadores
del Grupo Parlarnentario recurrente. ..,

Esto sentado,; resulta conveniente examioar Jos diversos preceptos
del Reglamento del Senado (;Iue inciden sobre el presente supuesto. Por
una parte. elan. 36.1 .c) de·la. citada ·norma parlamentaria, prevé que
corresponde a la Mesa «Calificar, con arreglo al Reglamento, losacritos
y documentos, de '-índole parlamenta~ia, así como ·decidirsobrr su
admisibilidad y tramjtaci~l1». Y,por otro lado, ren lo que se~
específicamente a-las mOCIones, elart. 174 d) de Reglamento pernute
la presentación de mociones para. ,que «la Cámara delibere» y.. se
pronuncie sobre un texto de carácter 00 legislativo; y, a continuaoi6n.en
el arto 175.1, se dice que esta mociones se formularán mediante escrito
dirigido a la Mesa <Gl efectos de su inclusión en el. orden del día del
PlenO)) y que «podrá rechazarse la inclusión en el orden del día de
mociones de esta cl;ue i4énticas a las· ya votadas por el Senado en el
mismo período de sesiones», sin 'que expresamente se prevean otras
causas de inadmisión de dichas mociones por razón de su contenido.

Se colige, por tarito, de los preceptos citados, que'la reala ~nera.1 en
materia de calificación y ~misión a trámite de documentos e miciauvas
parlamentarias previstas en elart. 36.1 c) del Reglamento, se ve
condicionada o limitada porla regla especial, recogida en el arto 11~.1
donde, de acuerdo con un principio sensu· contrario,. sólo se permite
rechazar. mociones ya votadas por el Senado en el mismo penodo de
sesiones. Esta afirmaciÓDno impide, obviamente, un Juicio de admisión

.a cargo de .la Mesa sobre e!' cump~imiento de los .requi.sitos, f~rma1es
_reglartlentariamente establectdos e, tncl~so, una v~nfic:aclón IIml~t: 4e
la confonnidad a derecho de la pretens1ón deducida, Junto a un JUICIO
de ~Iificación sobre la idoneidad o procedencia del procedimiento
parlamentario elelida. Pero.la intervención de la Mesa en este concreto
proced!~ien.to no puede p~juzgar el.éx~to ola oportunidad poUti~ de
la mOCIOO, smo que antes bien debe limItarse a controlar su ~landa(i
juridica y "viabilIdad procedimental; de tal 'fonna que sólo cuando el
contenido· de la moción sea inequívocamente extrafto a las finalidades
establecidas para estas" mQCiones .en el an. 174 o manifiestamente
contrario a derecho o inconstitucional. el R-eglamento permite acordar
la inadmisión por la Mesa, pues del contenido de la pretensi6ndedlicida
debe ocuparse el Pleno con independencia del sentido en que lo h.,...

En esta línea, resulta evidente que las potestades de calificacióli y .
admisión de que dispone con carácter general. la Mesa deben ser ,uestas
en conexión con el procedimiento parlamentario del que forman _part~ .
Y en el caso que ahora nos ocupa, relativo -a la inclusión en el Ordéil' .
del Día del Pleno del Senado de mociones de contenido no leaislaiivo, ,
es el propio Reglamento, en suan.' 175.1, erque expresamente impone'
que sólo puedan rechazarse mociones idénticas a .Jas ya votadas.. E~una
consecuencia ineluctable de cuaBto precede que en el procedimiento
previsto en los arts.. 1.74 y ss del Regla~ento del Sena~o y de .acu~o
con las mismas preVISIones reglamentanas, las potestadei de calificaCión
de la Mesa deben ser interpretadas restrictivamente, sin usurpar
funciones de deliberación y discusión, que, si se poneenoonexión el

. arto 174 d) con el arto 175.1, sólo coiT-esponden al Pleno. tal y como. se
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denuncia de forma coincidente por el Grupo Parlamentario recurrente
y por el Ministerio Fiscal.

7. La Mesa consideró que la moCión presentada por el Sr. Ferrer i
Roca. en su calidad de portavoz· del GruJl!) Convergencia i Unió,
contravenia los mandatos de la Constitución, y por lo tanto, «de
aprobarse la moción se produciría una reforma del arto 3.° _de la
Constitución sin sujetarse ni a los criterios subjetivos del ano 166 de la
Carga Magna. ni tampoco a los requisitos objetivos del arto 168 de la
misma Norma», En consecuencia, la Mesa no admitió a trámite Ja
moción. Pues bien, a la luz de lo indicado en los fundamentos
anteriores, debe apreciarse que dicha moción ni presentaba irregularida­
des formales (a las que no se hace referencia en ningún momento en las
decisiones de la Mesa) ni en modo alguno puede estimarse que en aquel
momento de la tramitación su contenido resultase mamfiestamente
contrario a Derecho por inconstitucional. En principio, la ordenación
del pluralismo lingüístico presenta una notable complejidad, no sólo por
las dificultades para precisar el alcance de los mandatos constitucionales
y legales que versan sobre esta cuestión (y que han dado lugar a diversas

. resoluciones de este Tribunal) sino también por incidir sobre materias
de considerable' importancia, simbólica y afectiva, en la estructuración
autonómica del Estado. Esta complejidad (que se ha traducido, corno se
ha dicho, enno pocos litigios constItucionales) hace dificil admitir que
una -mocióri como la presentada por el-Sr. Ferrer, en nombre del Grupo
Parlamentario «Convergencia i Unió», resulte tan inequívocamente
inconstitucional que justifique su inadmisión a limine por la Mesa del
Senado. Por el contrario, el carácter inconstitucional de su contenido nQ
resulta en modo alguno manifiesto e indubitado, en un juicio liminar,
como es el que corresponde efectuara la Mesa. Ello se hace evidente en
este proceso, no sólo por la discrepancia razonada del Grupo recurrente,
e incluso, del Ministerio 'Público, sino además, por la actitud de la
propia Mesa del Congreso de los Diputados, en el Acuerdo adoptado el
1-9 de septiembre de 1988 (apenas unos días antes del aquí impu$nado),
que acordó -admitir a trámite una proposición de Ley de «PartiCIpación
de la Administración del Estado en la nonnalización .de las lenguas de
las nacionalidades y regiones», presentada por el Grupo Parlamentario
Vasco, que en su arto 8 establecía: <<En las .cortes Generales, en tanto
que instItuciones de representación de todos los ciudadanos del Estado,
se establecerán 'servicios permanentes de traducción,que atiendan tanto
los debates parlamentanos como los trabajos y publicaciones de las
Cámaras»; sin perjuicio de que en la Sesi,ón Plenaria del Congreso de los
Diputados de 18 de abril de 1989, tras el correspondiente debate
parlamentario, se rechazara la toma en consideración- de la citada
proposición. .

Los datos expuestos, Que este Tribunal conoce. por el presente
proceso, acaban por hacer evidente que la inconstitucionalidad de la
moción controvertida no resultaba manifiesta e inequívoca y que, en
consecuencia, la Mesa no debió acordar su inadmisión a trámite,

hurtando juicios de oportunidad política que, confonne al procedi­
miento recogido en los arts. 174 y ss. del Re~amento del Senado, sólo
correspondían al Pleno.· Por ello, la indebida madmisión a trámite de la
moción por la Mesa infringió el ius Uf procedatur de los Sen~dOfes del
Grupo Parlamentario recurrente, en la medida en que ~c1uyó su
derecho a intervenir en el Pleno, disponiendo de los tumos de palabra
dispuestos en el arto J76 .del Reglamento, y a que su moción fuera
convenientemente discutida y deliberada por la Cámara, pronuncián­
dose sobre el fondo de la misma, sea cual fuera el sentido de este
pronunciamiento.

8. Por último, y en lo que se refiere a los efectos de esta Sentencia,
es obligado admitir que resultan ser meramente declarativos o de
reconocimiento de derechos no susceptibles de ejecución. Los grupos
parlamentarios se constituyen en cada legislatura (ans. 27 y ss. del
Reglamento del Senado), ,y las mociones por ellos presentadas y
pendientes de -examen decaen con el transcurso de la legislatura en que
se propusieron (Disposición adicional primera). Los hechos sobre los
que versa el presente recurso se produjeron durante la tercera legislatura,
finalizada por Real Decreto L047/1989, de I de septiembre, de
disolución del Congreso Y' delSenada y de convocatoria de elecciones,
hallándonos pues, al dictarse~ preseme Resolución, ante una" legislatura
distinta de aquélla en la que se presentó la moción. No cabe, pues, la
adopción de medidas de restablecimiento del derecho vulnerado, que
habrían de ir-dirigidas a órganos de:una legislatura inexistente. Pero esto
no resta importancia al petilum que en este proceso ~e sustancia ni
impide satisfacer, en lo Que sea posible, la pretensión que se deduce, al
igual que ha ocurrido en anteriores Sentencias declarativas dietadas por
este Tribunal (entre otras, SSTC 45/1983 Y 99/1983), ,

la siguiente

Supremo, que las confinnaron. Han sido partes el Abogado del Estado
y el Ministerio Fiscal. Fue Ponente el Magistrado don Migúel Rodrí­
guez-Piñero )' Bravo~Ferrer, quien expresa el parecer de la Sala.

I. .Antecedentes

l. El día 10 de marzo de 1988 se registró en este Tribunal, con
"'el núm. 434/1988, un escrito, mediante el cual don Juan Antonio Garcia
San Miguel"y Orut;ta, Procurador de los Tribunales, i.nterpuso recurso ~e
amparo constitucIOnal, en nombre' y representación de don JaVJer
Maldonado Trinchant, impugnando la resolución del Ministerio de
Relaciones con las Cortes y de la secretaría del Gobierno. de 13 de
noviembre de 1986, así como las Sentencias de la Audiencia Nacional
de II de julio de 1987 y de la Sala Quinta del Tribunal Supr;mo de 21
de enero de -1988, 'Que la confirmaron.

a) Los hechos que se exponen en la demanda de ampaYtl son, en
síntesis~ los Que siguen: ., J, •

Con fecha 30 de octuhre de 1986 el demandante dirigió un escrito al
Ministerio de la Presidencia mediante el que solicitaba formalmente la
atribución de frecuencias y potencias de emisión para poner en
operación las estaciones transmisoras de su propiedad, de baja potencia
y alance estrictamente local en VHF o UHF desde los emplazamientos
concretos que el propio escrito precisaba, -con el fin de ejercitar los
derechos fundamentales que le reconocen los arts. 16.1 y 20.1, apartados
a) y d), de la Constitución. Con fecha 13 de noviembre de 1986 se dictó
Resolución denegatoria de la solicitud anterior por la Dirección General
de Medios de Comunicación Social, del Ministerio de Relaciones con las
Cortes y de la Secretaría del Gobierno.

Frente a la anterior Resolución, interpuso el demandante recurso
contencioso·administrativo, por el cauce de la Ley 62/1978, de 26 de
diciembre, del que conoció la Sala de 10 Contencioso-Administrativo de

Sala Segunda. Sentencia 206/1990. de 17 de dicü?mbre.
Recursos de amparo 434/1988, 761/1988, 1,942/1988,
1,947/1988, 122/1989 Y 890/1989 (acumulados), contra
diferentes resoluciones del Ministerio de Relaciones con las
Cortes y de la Secretar(f,l del Gobierno, que, denegaron la
atribución de frecuencias y potencias de televisión y radio,
así como contra las Sent~ncias de la Audiencia Nacional y
del Tribunal Supremo. que las confirmaron. Supuesta
,'ulneración de los arlS, /4. 16, 20,1 a) y d) Y 24,1 CE.
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SENTENCIA

En los recursos de amparo acumulados núms. 434/1988, interpuesto
por don Javier Maldonado Trinchant; 761/1988, interpuesto por -don
José Luis Domínguez Hernández; 1.942/1988, interpue~to por don José
María Maldonado Trinchant; 1.947/1988 y 122/1989, mterpuestos por
don José María Maldonado Nausia, y 890/19891 interpuesto por don
Luis Maldonado Trinchant, debidamente representados por Procurador
y asistidos de Letrado, salvo don José Maria Maldonado Trinchant,
Letrado, que actúa por sí mismo, contra diferentes resoluciones del
Ministerio de Relaciones con las Cortes y de la Secretaría del Gobierno,
Que denegaron la atribución de frecuencias y potencias de televisión y
radio, y contra las sentencias de. la AudienCia Nacional y del Tribunal

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Rubio, Uorente, Presidente~ don Eugenio Díaz Eimil, don
Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, don José Luis de los Mozos y
de los Mozos, don Alvaro Rodríguez Bereijo, Magistrad,os, hapronun­
ciado


